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Vo. Bo.

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al 

V I S T O S; Y
R E S U L T A N D O:
Cotejó.

PRIMERO. Por escrito recibido el treinta de junio de dos mil diecisiete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Alberto Anaya Gutiérrez, Alejandro González Yáñez, Ricardo Cantú Garza, Pedro Vázquez González, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Reginaldo Sandoval Flores, Oscar González Yánez y Francisco Amadeo Espinosa Ramos en su calidad integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo, promovieron acción de inconstitucionalidad en la que solicitaron la invalidez de diversas disposiciones de la Ley Electoral del Estado de Querétaro, emitida y promulgada por las autoridades que a continuación se precisan.

AUTORIDAD EMISORA Y PROMULGADORA DE LAS DISPOSICIONES IMPUGNADAS

A. Congreso del Estado de Querétaro

B. Gobernador Constitucional del Estado de Querétaro

DISPOSICIONES GENERALES IMPUGNADAS

a) Ley Electoral del Estado de Querétaro promulgada mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial del Gobierno de Querétaro el uno de junio de dos mil diecisiete.

Del contenido de los conceptos de invalidez se desprende que el único artículo reclamado es el 103 de Ley Electoral del Estado de Querétaro, en su fracción VII, que al efecto establece:

“Artículo 103. En la fijación, colocación y retiro de la propaganda electoral, los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos independientes, se sujetarán a las siguientes  reglas:
(…)
VII. No podrá pintarse en inmuebles de propiedad privada o pública;
(…)”

SEGUNDO. El Partido del Trabajo señaló como antecedentes los siguientes.

1. El 25 de mayo de 2017, el Congreso del Estado de Querétaro aprobó la Ley Electoral del Estado de Querétaro.

2. El 01 de junio de 2017 el Secretario General del Estado de Querétaro publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro, “La Sombra de Arteaga”, el Decreto por el que se expide la nueva Ley Electoral del Estado de Querétaro.

TERCERO. Los representantes del Partido del Trabajo formularon conceptos de invalidez en contra de la fracción VII del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro en los que se alega la violación a lo dispuesto por los artículos 1°, 6° y 41, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por las razones que a continuación se sintetizan.

En primer lugar, se sostiene que existe una incongruencia en el artículo 103 reclamado pues, por un lado, se permite la colocación de propaganda en bienes inmuebles de propiedad privada, mientras que cuando se refiere a alguna pinta en propiedad privada ésta se prohíbe. Al respecto, se establece que no hay diferencia entre una y otra actividad en tanto siempre se solicita autorización del particular propietario del inmueble para llevar acabo la colocación o la pinta, por lo que no existe razón para la prohibición prevista en el artículo. 

Por otra parte, se estima que prohibir la pinta de bienes inmuebles de propiedad privada afecta la posibilidad de que los electores estén enterados de las propuestas e ideas de los partidos políticos, pues sirve como mecanismo para difundir propuestas y promover la participación ciudadana. En este sentido, se sostiene que la disposición impugnada va en detrimento de lo dispuesto por el artículo 41, fracción I, de la Constitución Federal al disponer que un ciudadano que simpatice con algún partido político dentro de su propiedad no pueda expresar a través de alguna pinta el apoyo para alguna candidatura o partido político con el cual se identifique y  decida impulsar o apoyar.

Asimismo, el partido considera que la disposición que se reclama coarta la libertad política por tratarse de una restricción exagerada e irracional que limita la libertad de expresión al prohibir a los partidos políticos realizar actos de propaganda electoral para obtener el voto ciudadano. Lo anterior, pues en modo alguno la pinta en bienes de propiedad de particulares ataca la moral, los derechos de terceros, constituye un delito o perturba el orden público, aunado a que no se dañaría el equipamiento urbano porque se trata de propiedad privada respecto de la cual se ha obtenido el consentimiento del dueño. Por estas razones –se insiste– el artículo impugnado en la fracción VII es violatorio de la libertad de expresión prevista en el numeral 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Finalmente, se establece que debe tomarse en cuenta que las personas particulares no tienen facultades para contratar espacios en radio y televisión, sino que el único competente para llevar a cabo la administración de los tiempos oficiales es el Instituto Nacional Electoral, así como que el Partido del Trabajo tiene mucho menor acceso a los tiempos oficiales comparado con las demás fuerzas políticas. Por tanto, se considera que se le dejaría en estado de indefensión y se incrementaría la inequidad en la contienda electoral al no permitírsele pintar propaganda electoral en propiedad privada.

CUARTO. Mediante acuerdo de tres de julio de dos mil diecisiete el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 52/2017 y de conformidad con el registro de turno de los asuntos, designó al Ministro José Fernando Franco González Salas como instructor en la acción de inconstitucionalidad referida, en términos del artículo 81 del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

QUINTO. El cuatro de julio de dos mil diecisiete, el Ministro instructor admitió la referida acción, ordenó dar vista al Órgano Legislativo que emitió la disposición impugnada y al Poder Ejecutivo que la promulgó para que rindieran sus respectivos informes, así como al Procurador General de la República para que formulara el pedimento que le corresponde, requirió a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial para que expresara su opinión en relación con el asunto de mérito y solicitó al Presidente del Instituto Electoral de Querétaro la fecha de inicio del siguiente proceso electoral.

SEXTO. En respuesta al oficio 5953/2017 enviado en atención a lo ordenando en el acuerdo de cuatro de julio de dos mil diecisiete, el Presidente del Consejo General del Instituto Electoral de Querétaro informó que el proceso electoral en esa entidad dará inicio el uno de septiembre del mismo año.

SÉPTIMO. Al rendir su informe, el Poder Legislativo del Estado de Querétaro adujo en síntesis lo siguiente.

Por una parte, sostiene que no existe la inconsistencia alegada por el Partido del Trabajo en tanto el Poder Legislativo del Estado de Querétaro tomó como marco referencial para la redacción de la disposición reclamada la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en los artículos 249 y 250[footnoteRef:1].  [1:  Artículo 249.
1. En las oficinas, edificios y locales ocupados por la administración y los poderes públicos no podrá fijarse ni distribuirse propaganda electoral de ningún tipo, salvo cuando se trate de los locales a que se refiere el párrafo 2 del artículo 244 de esta Ley y exclusivamente por el tiempo de duración del acto de campaña de que se trate.
Artículo 250.
1. En la colocación de propaganda electoral los partidos y candidatos observarán las reglas siguientes:
a) No podrá colgarse en elementos del equipamiento urbano, ni obstaculizar en forma alguna la visibilidad de los señalamientos que permiten a las personas transitar y orientarse dentro de los centros de población. Las autoridades electorales competentes ordenarán el retiro de la propaganda electoral contraria a esta norma;
b) Podrá colgarse o fijarse en inmuebles de propiedad privada, siempre que medie permiso escrito del propietario;
c) Podrá colgarse o fijarse en los bastidores y mamparas de uso común que determinen las juntas locales y distritales ejecutivas del Instituto, previo acuerdo con las autoridades correspondientes;
d) No podrá fijarse o pintarse en elementos del equipamiento urbano, carretero o ferroviario, ni en accidentes geográficos cualquiera que sea su régimen jurídico, y
e) No podrá colgarse, fijarse o pintarse en monumentos ni en edificios públicos.	
2. Los bastidores y mamparas de uso común serán repartidos por sorteo en forma equitativa de conformidad a lo que corresponda a los partidos políticos registrados, conforme al procedimiento acordado en la sesión del consejo respectivo, que celebre en diciembre del año previo al de la elección.
3. Los consejos locales y distritales, dentro del ámbito de su competencia, harán cumplir estas disposiciones y adoptarán las medidas a que hubiere lugar con el fin de asegurar a partidos y candidatos el pleno ejercicio de sus derechos y garantizar el cumplimiento de sus obligaciones en la materia.
4. Las quejas motivadas por la propaganda impresa de los partidos políticos y candidatos serán presentadas al vocal secretario de la Junta Distrital que corresponda al ámbito territorial en que se presente el hecho que motiva la queja. El mencionado vocal ordenará la verificación de los hechos, integrará el expediente y someterá a la aprobación del consejo distrital el proyecto de resolución. Contra la resolución del consejo distrital procede el recurso de revisión que resolverá el consejo local que corresponda.] 


Argumenta que la ley general referida establece puntualmente que la propaganda política podrá “colocarse o fijarse” y no así pintarse en propiedad privada, tal y como sí se expresa respecto del equipamiento urbano o monumentos y edificios públicos. Es decir, la ley marco nada dice respecto de la pinta de propaganda política en propiedad privada, mientras que sí prohíbe pintas respecto de otro tipo de inmuebles. Por lo tanto, se dio la posibilidad de regular esa situación a la legislatura local por referirse a un tópico que la ley general no contempla.  Al respecto, se cita el criterio jurisprudencial P./J. 5/2010 de rubro: “LEYES LOCALES EN MATERIAS CONCURRENTES. EN ELLAS SE PUEDEN AUMENTAR LAS PROHIBICIONES O LOS DEBERES IMPUESTOS POR LAS LEYES GENERALES.”[footnoteRef:2] [2:  Con el texto: “Las leyes generales son normas expedidas por el Congreso de la Unión que distribuyen competencias entre los distintos niveles de gobierno en las materias concurrentes y sientan las bases para su regulación, de ahí que no pretenden agotar la regulación de la materia respectiva, sino que buscan ser la plataforma mínima desde la que las entidades puedan darse sus propias normas tomando en cuenta su realidad social. Por tanto, cumpliendo el mínimo normativo que marca la ley general, las leyes locales pueden tener su propio ámbito de regulación, poniendo mayor énfasis en determinados aspectos que sean preocupantes en una región específica. Si no fuera así, las leyes locales en las materias concurrentes no tendrían razón de ser, pues se limitarían a repetir lo establecido por el legislador federal, lo que resulta carente de sentido, pues se vaciaría el concepto mismo de concurrencia. En este sentido, las entidades federativas pueden aumentar las obligaciones o las prohibiciones que contiene una ley general, pero no reducirlas, pues ello haría nugatoria a ésta.” Datos de localización: 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Febrero de 2010; Pág. 2322.] 


La prohibición de realizar pintas de propaganda política en propiedad privada es una figura novedosa establecida por la legislatura de Querétaro que pretende atendedor una inquietud real y actual de la ciudadanía. Las pintas representan una afectación a sus inmuebles y generan contaminación visual. Por lo tanto, la medida implementada favorece el medio ambiente y promueve el sano desarrollo y bienestar de los habitantes de Querétaro de conformidad con lo que establece la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.

Se sostiene la constitucionalidad del precepto controvertido pues, como se desprende de la discusión de la Sesión de la Comisión de Gobernación, Administración Pública y Asuntos Electorales y del Acta de la Sesión del Pleno de la Quincuagésima Octava Legislatura del Estado de Querétaro, ambas de veinticinco de mayo de dos mil diecisiete, la medida tiene como propósito la protección del medio ambiente y la reducción de la basura electoral de acuerdo con la visión más sustentable que ya se encuentra en la legislación federal.

En este sentido, el artículo 209, numeral 2, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales[footnoteRef:3] estipula que toda propaganda electoral impresa deberá ser reciclable, fabricada con materiales biodegradables que no contengan sustancias tóxicas o nocivas para la salud o el medio ambiente, así como que los partidos políticos deberán presentar un plan de reciclaje.  [3:  Artículo 209.
[…]
2. Toda la propaganda electoral impresa deberá ser reciclable, fabricada con materiales biodegradables que no contengan sustancias tóxicas o nocivas para la salud o el medio ambiente. Los partidos políticos y candidatos independientes deberán presentar un plan de reciclaje de la propaganda que utilizarán durante su campaña.
[…]] 


Se afirma, además, que son infundados los conceptos de invalidez en tanto existen otros medios para poder dar a conocer las propuestas y candidatos de un partido político, por lo que en ningún momento se estaría atentando contra su libertad de expresión de ideas políticas. Es decir, se tienen otros medios físicos, electrónicos y de comunicación en los que pueden hacer y dar a conocer sus ideas y candidatos, por lo que la libertad de expresión en ningún momento se ve limitada, aunado a que esa libertad debe atender a otros principios y derechos fundamentales.

Añaden que el artículo 155 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente[footnoteRef:4] señala que queda prohibida la generación de contaminación visual cuando se rebasen los límites que establecen las normas oficiales mexicanas, por lo que estiman que se encuentra justificada la prohibición prevista en la disposición que se reclama pues pintar en inmuebles de propiedad privada resulta en un elemento de contaminación visual[footnoteRef:5]. [4:  ARTÍCULO 155.- Quedan prohibidas las emisiones de ruido, vibraciones, energía térmica y lumínica y la generación de contaminación visual, en cuanto rebasen los límites máximos establecidos en las normas oficiales mexicanas que para ese efecto expida la Secretaría, considerando los valores de concentración máxima permisibles para el ser humano de contaminantes en el ambiente que determine la Secretaría de Salud. Las autoridades federales o locales, según su esfera de competencia, adoptarán las medidas para impedir que se transgredan dichos límites y en su caso, aplicarán las sanciones correspondientes.
En la construcción de obras o instalaciones que generen energía térmica o lumínica, ruido o vibraciones, así como en la operación o funcionamiento de las existentes deberán llevarse a cabo acciones preventivas y correctivas para evitar los efectos nocivos de tales contaminantes en el equilibrio ecológico y el ambiente.]  [5:  Al respecto, se cita la tesis I.1o.(I Región) 13 A (10a.) emitida por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito  del Centro Auxiliar de la Primera Región que tiene por rubro: “PAISAJE URBANO. CONSTITUYE UN BIEN INTANGIBLE DEL DOMINIO PÚBLICO, DE CONFORMIDAD CON LA LEY DE PUBLICIDAD EXTERIOR DEL DISTRITO FEDERAL.”] 


Se establece que la disposición que se combate no provoca inequidad en la contienda electoral porque es aplicable a todos los partidos políticos y candidatos independientes, sin distinción alguna, independientemente de si se les asigna más o menos recursos.

Finalmente, se afirma que se trata de una medida que fue consensada en la Entidad con los diversos actores del sector educativo, del sector público y privado y que fue salvaguardada por la legislatura del estado.

OCTAVO. Al rendir su informe, el Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro manifestó lo siguiente.

En primer lugar, se aclara que la emisión de la Ley Electoral del Estado de Querétaro se encuentra dentro de la competencia de la legislatura local, pues ésta cuenta con la facultad de regular todo aquello que no esté previsto en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Se sostiene que tanto la ley general como la local coinciden  en que en inmuebles de propiedad privada, con permiso del propietario, es posible colocar o fijar propaganda electoral. Además, en el artículo 250, numeral 1, inciso b) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales[footnoteRef:6] no se prevé que la propaganda pueda ser pintada, sino solo fijada o colocada. Se argumenta que lo anterior atiende a que las pintas no lograrían cumplir con la temporalidad que la ley permite para que los partidos políticos realicen propaganda electoral, pues no podría ser removida fácilmente por la naturaleza propia del material con la que está realizada, y con ello, no se cumpliría con su retiro como lo establece la legislación. [6:  Artículo 250.
1. En la colocación de propaganda electoral los partidos y candidatos observarán las reglas siguientes:
[…]
b)	Podrá colgarse o fijarse en inmuebles de propiedad privada, siempre que medie permiso escrito del propietario;
[…]] 


Por otro lado, se argumenta que la prohibición de pintas también cumple con el objetivo de austeridad a cargo del Estado, porque en último caso, corre a cargo del gobierno estatal la eliminación de dichas pintas de todos los partidos, para lo cual se deben destinar recursos humanos, materiales y económicos. Lo anterior, aunado a que resulta conveniente y práctico autorizar mantas por la agilidad con las que se pueden retirar. Se establece, además, que con la medida se procura que las ciudades, pueblos o comunidades no exhiban en sus bardas pintas alusivas a procesos electorales concluidos.

Por último, se establece que no se genera violación a los derechos del accionante, pues se aplica a todos los partidos políticos por igual, al mismo tiempo que se privilegia la austeridad y la eliminación de la contaminación visual.

NOVENO. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación expuso en su opinión lo siguiente.

La fracción VII del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro no debe interpretarse aisladamente, sino de manera sistemática, pues de lo contrario existe una aparente infracción a la libertad de expresión porque la medida implicaría una restricción general carente de un objetivo legítimo.

Al respecto, se sostiene que la interpretación aislada de la porción normativa que limita pintar propaganda electoral en inmuebles de propiedad privada, carece de objetivo legítimo porque la restricción no se sustenta en la seguridad nacional, la seguridad pública, el orden público, la protección a la salud, la moral pública o los derechos y libertades de otros.

No obstante, se establece que la interpretación sistemática de la fracción VII conjuntamente con la II[footnoteRef:7], ambas del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro, permite la armonía de la disposición cuya invalidez se solicita, con los artículos 6° y 41 de la Constitución Federal. [7:  Artículo 103. En la fijación, colocación y retiro de la propaganda electoral, los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos independientes, se sujetarán a las siguientes reglas:
[…]
II. Podrá colocarse en inmuebles de propiedad privada siempre que medie permiso escrito del propietario en el formato previsto en los lineamientos que, para el efecto, emita el Instituto Nacional, respetándose íntegramente en todos los casos, el paisaje natural y urbano y el entorno ecológico, por lo que se prohíbe el uso de suelos, colinas, barrancas y montañas para usos propagandísticos; debiendo contemplar para esos efectos lo dispuesto en el Código Urbano del Estado;
[…]] 


En este sentido, de la fracción II se observa que es permitido colocar propaganda electoral en inmuebles de propiedad privada, siempre que medie permiso escrito del propietario, en el formato previsto en los lineamientos que para el efecto emita el Instituto Nacional Electoral. Se sostiene que por mayoría de razón será posible realizar pintas de propaganda electoral en propiedad privada en la medida que exista permiso escrito del propietario, en los mismos términos previstos en la fracción II. Es decir, la restricción de pintar propaganda electoral en inmuebles de propiedad privada es superable, en tanto medie permiso escrito del propietario en el formato previsto en la propia ley.

DÉCIMO. El Procurador General de la República no formuló opinión.

DÉCIMO PRIMERO. Recibidos los informes de las autoridades, la opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y formulados los alegatos, encontrándose instruido el procedimiento, se puso el expediente en estado de resolución.

C O N S I D E R A N D O:
[bookmark: _GoBack]
PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, debido a que se plantea la posible contradicción entre un artículo en materia electoral de la Ley Electoral del Estado de Querétaro y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEGUNDO. Oportunidad. Por razón de orden, en primer lugar se debe analizar si la acción de inconstitucionalidad fue presentada oportunamente.

En el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:8] se dispuso que el plazo para la presentación de la acción será de treinta días naturales y el cómputo respectivo debe hacerse a partir del día siguiente al en que se publicó la disposición impugnada, bajo la regla de que en materia electoral todos los días son hábiles. [8:  Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnados sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse al primer día hábil siguiente.
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.] 


La Ley Electoral del Estado de Querétaro se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno de ese Estado el uno de junio de dos mil diecisiete (foja 76 del expediente y subsecuentes). Por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad inició el viernes dos de junio y terminó el sábado uno de julio de dos mil diecisiete.

El escrito del Partido del Trabajo se recibió en esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el treinta de junio de dos mil diecisiete (foja 18 vuelta del expediente), en consecuencia, fue presentado en forma oportuna, conforme a lo dispuesto por el citado artículo 60 de la Ley Reglamentaria de la materia.

TERCERO. Legitimación. En los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:9] y 62, párrafo último, de su ley reglamentaria[footnoteRef:10] se establecieron como requisitos para que los partidos políticos promuevan acciones de inconstitucionalidad que cuenten con registro ante la autoridad electoral correspondiente, el escrito lo presenten por conducto de su dirigencia nacional o local, según sea el caso, y que quien suscriba en su representación tenga facultades para ello. [9:  La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá́, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
[…]
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 
[…]
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro; ]  [10:  Artículo 62. […]
En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se consideraran parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será́ aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento. ] 

	
En el caso se cumplen los requisitos referidos. De las constancias de autos se advierte que el partido actor cuenta con registro ante el Instituto Nacional Electoral y que las personas que acudieron en su nombre cuentan con las atribuciones necesarias.

El escrito fue firmado por Alberto Anaya Gutiérrez, Alejandro González Yáñez, Ricardo Cantú Garza, Pedro Vázquez González, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Reginaldo Sandoval Flores, Oscar González Yáñez y Francisco Amadeo Espinosa Ramos[footnoteRef:11] como integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo.[footnoteRef:12] [11:  De conformidad con el inicio j) del artículo 44 del Estatuto del Partido del Trabajo, se requiere la mayoría (50% más uno) de los integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional para ejercer sus atribuciones. En el caso, firman ocho de los nueve integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional (con la excepción de Rubén Aguilar Jiménez), por lo que se cumple con el requisito referido.]  [12:  Foja 20 del expediente.] 


Al respecto, se advierte que dichas personas cuentan con las atribuciones con las que se ostentan[footnoteRef:13] y que la organización en nombre de la cual promovieron acción de inconstitucionalidad se encuentra registrada como Partido Político Nacional[footnoteRef:14]. Por tanto, este Tribunal Pleno concluye que la acción de inconstitucionalidad fue promovida por parte con legitimación para ello. [13:  Las atribuciones de la Comisión Coordinadora Nacional se encuentra en el artículo 44, incisos c) y j), del Estatuto del Partido del Trabajo (foja 48). Las personas son integrantes de la Comisión Coordinadora Nacional (foja 20 y 168).]  [14:  Registro ante el Instituto Nacional Electoral (foja 167).] 


Finalmente, el Partido del Trabajo promovió la acción de inconstitucionalidad en contra de la Ley Electoral del Estado de Querétaro; disposiciones normativas de naturaleza electoral que pueden impugnar los institutos políticos por este medio de control.

CUARTO. Causas de improcedencia. Las partes no expusieron causas de improcedencia en contra de la acción intentada por el Partido del Trabajo. Asimismo, este Tribunal Pleno no advierte de oficio que en el caso se actualice alguna.

QUINTO. Estudio de fondo. El Partido del Trabajo formuló conceptos de invalidez en contra de la fracción VII del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro en la porción que establece: “[n]o podrá pintarse en inmuebles de propiedad privada”. Para mayor claridad se transcribe el texto completo de la disposición que se reclama.

Artículo 103. En la fijación, colocación y retiro de la propaganda electoral, los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos independientes, se sujetarán a las siguientes reglas:

I. Podrá colgarse en bastidores y mamparas, siempre que no se dañe, ni se impida la visibilidad de conductores de vehículos o peatones o que corran algún riesgo. No podrá colgarse en elementos del equipamiento urbano, incluyendo los postes utilizados para la infraestructura del servicio telefónico y de electricidad;

II. Podrá colocarse en inmuebles de propiedad privada siempre que medie permiso escrito del propietario en el formato previsto en los lineamientos que, para el efecto, emita el Instituto Nacional, respetándose íntegramente en todos los casos, el paisaje natural y urbano y el entorno ecológico, por lo que se prohíbe el uso de suelos, colinas, barrancas y montañas para usos propagandísticos; debiendo contemplar para esos efectos lo dispuesto en el Código Urbano del Estado;

III. Podrá fijarse o colocarse en mamparas, bastidores o en aquellos espacios que dispongan las autoridades competentes. La distribución de éstos se hará mediante sorteo a cargo del Consejo General; para ello el Secretario Ejecutivo entregará el catálogo con la ubicación y características de los mismos, de conformidad con los convenios que se celebren con las autoridades correspondientes.

En estos espacios, los candidatos independientes, los partidos políticos y las coaliciones deberán difundir, preferentemente, los contenidos de sus plataformas electorales;

IV. Se abstendrá por completo del uso de símbolos, signos, emblemas, imágenes y cualquier alusión a motivos religiosos;

V. No podrá adherirse o pintarse en el equipamiento urbano, carretero, ferroviario, ni en accidentes geográficos, cualquiera que sea su régimen jurídico, salvo en los casos que, por su naturaleza, son expresamente concesionados para publicidad comercial, siempre que tal autorización o concesión haya sido aprobada por el Ayuntamiento respectivo, antes del inicio del proceso electoral;

VI. No podrá colgarse, adherirse ni pintarse en templos o centros de culto religioso, zonas y monumentos arqueológicos, históricos y artísticos, previstos en las leyes y decretos aplicables en la materia. Tampoco podrá hacerse en los bienes del dominio del poder público, excepto en aquellos concedidos a los partidos políticos o coaliciones para la realización de actividades relacionadas con sus fines, siguiendo las reglas que para tal efecto se establecen en esta Ley;

VII. No podrá pintarse en inmuebles de propiedad privada o pública;

VIII. En la elaboración de la propaganda electoral, sólo se usarán materiales reciclables y no podrán emplearse sustancias tóxicas ni materiales que produzcan un riesgo directo para la salud de las personas o que contaminen el medio ambiente;

IX. Queda prohibido destruir o alterar la propaganda que fijen los candidatos independientes, los partidos políticos, salvo cuando ésta se realice en lugares cuyos propietarios no hubieren consentido en forma escrita;

X. Los candidatos independientes, los partidos políticos y las coaliciones retirarán toda su propaganda electoral a más tardar treinta días naturales después de celebradas las elecciones, dando aviso al Consejo General. En caso de no hacerlo, las autoridades municipales procederán a su retiro, reintegrando el gasto generado con cargo al financiamiento público del partido político correspondiente.

Para tales efectos, las autoridades municipales, a más tardar el treinta y uno de enero del año siguiente al de la elección, remitirán al Consejo General el informe respecto del gasto efectuado por dicha actividad, por candidato independiente, partido o coalición. Tratándose de coaliciones, el descuento en el financiamiento público se dividirá entre los partidos políticos coaligados en los términos acordados en el convenio de coalición. Cuando el convenio no lo prevenga, el descuento se distribuirá de manera igualitaria.

El Instituto propondrá a los Ayuntamientos, con base en un estudio de las condiciones prevalecientes en el mercado, la aprobación de un catálogo de costos estandarizado que permita, en condiciones de equidad para todos los partidos y en todos los municipios, tasar los costos de retiro de la propaganda de campaña. Los municipios podrán adherirse al convenio único que el Instituto proponga para estos efectos a todos los Ayuntamientos, mismo que deberá ser publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro “La Sombra de Arteaga”, a más tardar durante el último bimestre del año anterior al de la elección; y

XI. En el caso de los candidatos independientes, cada municipio procederá, a través de la dependencia encargada de las finanzas públicas, a realizar el cobro del gasto efectuado, que tendrá la naturaleza de un crédito fiscal.

Los consejos municipales o distritales, dentro del ámbito de su competencia, velarán por la observancia de estas disposiciones y adoptarán las medidas a que hubiere lugar para asegurar a partidos y candidatos el pleno ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

		El precepto reproducido regula la “fijación, colocación y retiro de la propaganda electoral” y, en la parte que interesa, establece que ésta puede colocarse en inmuebles de propiedad privada siempre que medie permiso escrito del propietario y se cumpla con los lineamientos que establecerá el Instituto Nacional Electoral para el efecto, así como con lo dispuesto en el Código Urbano del Estado. Por otra parte, se prohíbe de manera específica pintar inmuebles con propaganda electoral, ya sea que se trate de propiedad privada o pública.

		En contra de esa prohibición, el Partido del Trabajo argumenta, principalmente, que se trata de una restricción incongruente, exagerada e irracional de la libertad de expresión prevista en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, reclama que se transgrede lo dispuesto por la fracción I del artículo 41 constitucional al limitar la libertad política de los partidos políticos para promover la participación ciudadana en el proceso electoral. Finalmente, afirma que el precepto, en la parte referida, incrementa la inequidad del proceso electoral en atención al limitado acceso que tiene el partido político a los tiempos oficiales de radio y televisión.

		Por su parte, el Poder Legislativo del Estado de Querétaro sustenta la constitucionalidad del artículo 103, fracción VII, de la ley electoral estatal bajo el argumento de que el establecimiento de la restricción se encuentra dentro de las facultades de la legislatura estatal por tratarse de un aspecto no regulado por la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. Sostiene que no existe una violación a la libertad de expresión pues existen otros medios de propaganda electoral, así como que la medida, en todo caso, se encuentra justificada en el propósito de proteger el derecho a un medio ambiente sano afectado por la contaminación visual que genera las pintas de propaganda electoral. Por último, se señala que la disposición no genera inequidad en el proceso pues se aplica de igual manera a todos los partidos políticos.

El Gobernador Constitucional del Estado de Querétaro añade que la prohibición de realizar pintas en propiedad privada contribuye tanto al cumplimiento de la temporalidad de los procesos electorales establecida en ley como a la austeridad con la que deben actuar las autoridades. Todo lo anterior, en atención a que resulta más conveniente y económico retirar otro tipo de propaganda electoral y se evita que en el estado existan bardas con pintas de procesos electorales concluidos.

La presente resolución dará respuesta a los temas planteados por las partes de la manera siguiente. En primer lugar, y aun cuando no fue tratado en los conceptos de invalidez, se hará referencia a los criterios de este Tribunal Pleno relativos a las facultades de los congresos locales para regular la propaganda electoral, con el propósito de tener una visión completa de los límites y requisitos a los que está sujeta (I).  En segundo lugar, se entrará al estudio de los conceptos de invalidez para determinar si la medida efectivamente constituye un límite a los derechos protegidos constitucionalmente (II) para, en su caso, establecer si se trata de una restricción justificada o inconstitucional (III).

I. Al resolver la acción de inconstitucionalidad 45/2014 y sus acumuladas 46/2014, 66/2014, 67/2014, 68/2014, 69/2014 y 75/2014[footnoteRef:15] este Tribunal Pleno estableció que en el artículo segundo transitorio del decreto de reforma constitucional en materia político-electoral de diez de febrero de dos mil catorce, el Constituyente Permanente ordenó al Congreso de la Unión los contenidos mínimos de las leyes generales y estableció en algunos casos la obligación de uniformar el sistema a nivel nacional, como en el tema coaliciones, mientras que en otros solo precisó la obligación de desarrollar las reglas aplicables, como en materia de financiamiento.  [15:  Este criterio fue reiterado al resolver la acción de inconstitucionalidad 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 80/2016 y 81/2016, en sesión de veintisiete de octubre de dos mil dieciséis.] 


En materia de propaganda electoral en dicho precepto se estableció lo siguiente.

SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá expedir las normas previstas en el inciso a) de la fracción XXI, y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta Constitución, a más tardar el 30 de abril de 2014. Dichas normas establecerán, al menos, lo siguiente:
[…]
II. La ley general que regule los procedimientos electorales:
[…]
g) La regulación de la propaganda electoral, debiendo establecer que los artículos promocionales utilitarios sólo podrán ser elaborados con material textil;
[…]

En cuanto a la regulación de la propaganda, el artículo transitorio dio libertad al Congreso de la Unión para regular la materia sin una instrucción de generar un sistema nacional uniforme, constriñéndolo únicamente a emitir la regulación respectiva en la que se prevea qué material deberá ser usado para los artículos promocionales utilitarios.

Así, dado que la materia electoral es concurrente, para identificar la existencia de una competencia local en materia de propaganda electoral debe acudirse, en primer lugar, a las bases establecidas en la Constitución y, en segundo lugar, a las leyes generales, en el caso concreto, a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, a fin de determinar el ámbito competencial de cada uno de los niveles de gobierno. Por su parte, en el artículo 116 constitucional—el cual establece de manera directa las obligaciones de las entidades federativas al regular sobre la materia electoral—no contiene disposición alguna referida a la propaganda electoral que condicione previamente el contenido de la ley general. 

Con base en lo anterior, en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales se dispusieron, por una parte, reglas de aplicación general tanto para la Federación, como para las entidades federativas y, por otra, reglas aplicables solo a la Federación. 

En el Libro Quinto, Título Primero, se establecieron las reglas generales para los Procesos Electorales Federales y Locales, las cuales desarrollan los contenidos que aplicarán de manera uniforme para ambos tipos de elecciones. En particular, el Capítulo II, que comprende los artículos 209 a 212, regula la propaganda electoral, en los siguientes términos.

CAPÍTULO II
De la Propaganda Electoral

Artículo 209.
1. Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federales y locales, y hasta la conclusión de las jornadas comiciales, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda gubernamental, tanto de los poderes federales y estatales, como de los municipios, órganos de gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y cualquier otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior serán las campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de salud, o las necesarias para la protección civil en casos de emergencia.

2. Toda la propaganda electoral impresa deberá ser reciclable, fabricada con materiales biodegradables que no contengan sustancias tóxicas o nocivas para la salud o el medio ambiente. Los partidos políticos y candidatos independientes deberán presentar un plan de reciclaje de la propaganda que utilizarán durante su campaña.

3. Para efectos de esta Ley se entenderá por artículos promocionales utilitarios aquellos que contengan imágenes, signos, emblemas y expresiones que tengan por objeto difundir la imagen y propuestas del partido político, coalición o candidato que lo distribuye.

4. Los artículos promocionales utilitarios sólo podrán ser elaborados con material textil.

5. La entrega de cualquier tipo de material que contenga propaganda política o electoral de partidos, coaliciones o candidatos, en el que se oferte o entregue algún beneficio directo, indirecto, mediato o inmediato, en especie o efectivo, a través de cualquier sistema que implique la entrega de un bien o servicio, ya sea por sí o interpósita persona está estrictamente prohibida a los partidos, candidatos, sus equipos de campaña o cualquier persona. Dichas conductas serán sancionadas de conformidad con esta Ley y se presumirá como indicio de presión al elector para obtener su voto. 
Párrafo declarado inválido por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad notificada 10-09-2014 y publicada DOF 13-08-2015 (En la porción normativa que indica “…que contenga propaganda política o electoral de partidos, coaliciones o candidatos…”)

6. El partido político, candidato registrado o simpatizante que viole lo dispuesto en este artículo, será sancionado en los términos previstos en la presente Ley.

Artículo 210.
1. La distribución o colocación de la propaganda electoral deberá respetar los tiempos legales que se establezcan para cada caso, su retiro o fin de su distribución deberá efectuarse tres días antes de la jornada electoral.

2. En el caso de la propaganda colocada en vía pública, deberá retirarse durante los siete días posteriores a la conclusión de la jornada electoral.

3. La omisión en el retiro o fin de distribución de la propaganda, serán sancionados conforme a esta Ley.

Artículo 211.
1. Para los efectos de este Capítulo, se entenderá por propaganda de precampaña al conjunto de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que durante el periodo de precampaña difunden los precandidatos con el propósito de dar a conocer sus propuestas y obtener la candidatura a un cargo de elección popular.

2. Durante las precampañas sólo se podrán utilizar artículos utilitarios textiles.

3. La propaganda de precampaña deberá señalar de manera expresa, por medios gráficos y auditivos, la calidad de precandidato de quien es promovido.

Artículo 212.
1. Los partidos políticos, precandidatos y simpatizantes están obligados a retirar su propaganda electoral de precampaña para su reciclaje, por lo menos tres días antes al inicio del plazo para el registro de candidatos de la elección de que se trate. De no retirarse, el Instituto o los Organismos Públicos Locales tomarán las medidas necesarias para su retiro con cargo a la ministración del financiamiento público que corresponda al partido, además de la imposición de la sanción que al respecto establezca esta Ley.

En el asunto referido este Tribunal Pleno consideró que al no existir un mandato constitucional de uniformidad, en las disposiciones referidas no se agotó la regulación en materia de propaganda electoral, sino que constituye una regulación mínima a partir de la cual las entidades federativas pueden desarrollar su propia normativa.

Ahora bien, tal y como sostienen la parte demandada, la ley general no establece regulación específica respecto a la posibilidad de que los partidos políticos o los candidatos pinten propiedad privada con propaganda electoral, sino únicamente prevé que debe mediar permiso escrito de los propietarios cuando se pretenda colgar o fijar propaganda en inmuebles de propiedad privada. Al respecto, se establece que los consejos locales y distritales deberán verificar el cumplimiento de éstas disposiciones que al efecto establecen:

Artículo 250.
1. En la colocación de propaganda electoral los partidos y candidatos observarán las reglas siguientes:

a)	No podrá colgarse en elementos del equipamiento urbano, ni obstaculizar en forma alguna la visibilidad de los señalamientos que permiten a las personas transitar y orientarse dentro de los centros de población. Las autoridades electorales competentes ordenarán el retiro de la propaganda electoral contraria a esta norma;

b)	Podrá colgarse o fijarse en inmuebles de propiedad privada, siempre que medie permiso escrito del propietario;

c)	Podrá colgarse o fijarse en los bastidores y mamparas de uso común que determinen las juntas locales y distritales ejecutivas del Instituto, previo acuerdo con las autoridades correspondientes;

d)	No podrá fijarse o pintarse en elementos del equipamiento urbano, carretero o ferroviario, ni en accidentes geográficos cualquiera que sea su régimen jurídico, y

e)	No podrá colgarse, fijarse o pintarse en monumentos ni en edificios públicos.

2. Los bastidores y mamparas de uso común serán repartidos por sorteo en forma equitativa de conformidad a lo que corresponda a los partidos políticos registrados, conforme al procedimiento acordado en la sesión del consejo respectivo, que celebre en diciembre del año previo al de la elección.

3. Los consejos locales y distritales, dentro del ámbito de su competencia, harán cumplir estas disposiciones y adoptarán las medidas a que hubiere lugar con el fin de asegurar a partidos y candidatos el pleno ejercicio de sus derechos y garantizar el cumplimiento de sus obligaciones en la materia.

4. Las quejas motivadas por la propaganda impresa de los partidos políticos y candidatos serán presentadas al vocal secretario de la Junta Distrital que corresponda al ámbito territorial en que se presente el hecho que motiva la queja. El mencionado vocal ordenará la verificación de los hechos, integrará el expediente y someterá a la aprobación del consejo distrital el proyecto de resolución. Contra la resolución del consejo distrital procede el recurso de revisión que resolverá el consejo local que corresponda.

Con base en lo anterior y de acuerdo con los criterios de este Tribunal Pleno, la legislatura de Querétaro cuenta con facultades para desarrollar la regulación establecida en la ley general, lo que en el caso pudiera incluir la manera como debe colocarse la propaganda electoral en inmuebles de propiedad privada. 

No obstante, los requisitos y límites que establezcan los congresos estatales deberán respetar lo previsto en la Constitución Federal. En el caso, el partido actor no cuestiona que los poderes locales se encuentren impedidos para establecer la prohibición impugnada, sino que la medida es violatoria de la libertad de expresión protegida constitucionalmente, cuestión que se analizará a continuación.

II.  En los conceptos de invalidez el Partido del Trabajo arguye que la prohibición de pintar propaganda electoral en inmuebles de propiedad privada (siempre que medie permiso del particular) es violatoria de los artículos 6° y 41, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[footnoteRef:16]. Los preceptos constitucionales, en la parte que interesa, establecen: [16:  Si bien en el escrito de demanda el Partido del Trabajo también señala como artículo constitucional violado el 1°, no se realizan argumentos específicos en relación con dicho precepto distintos a la violación genérica de los derechos establecidos en la Constitución Federal. Por esta razón, no será materia de estudio específico.] 


Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.

[…]

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

I. 	Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les corresponden.

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales y locales. Sólo los ciudadanos podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas la intervención de organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos y cualquier forma de afiliación corporativa.

Las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos en los términos que señalen esta Constitución y la ley.

Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las elecciones de las entidades federativas y municipales. El partido político nacional que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación del Poder Ejecutivo o de las Cámaras del Congreso de la Unión, le será cancelado el registro.

[…]

De la lectura conjunta de las disposiciones transcritas se deprende el imperativo constitucional de proteger la libertad de expresión en sus diversas modalidades, así como la interrelación del ejercicio de derechos políticos, de libertad  de pensamiento, expresión y asociación en una sociedad democrática.[footnoteRef:17] En esta línea, este Tribunal Pleno sostuvo en la acción de inconstitucionalidad 129/2015 y sus acumuladas 130/2015, 131/2015, 132/2015, 133/2015 y 137/2015 que resulta necesario proteger la libertad de expresión de los partidos políticos, pues ello contribuye a promover la participación democrática. Así, dentro de los posibles contenidos de la expresión, los discursos o mensajes con contenido político merecen un tipo especial de protección. [17:  En el Caso Ricardo Canese v. Paraguay la Corte Interamericana resaltó que: 
[…] en el marco de una campaña electoral, la libertad de pensamiento y de expresión en sus dos dimensiones constituye un bastión fundamental para el debate durante el proceso electoral, debido a que se transforma en una herramienta esencial para la formación de la opinión pública de los electores, fortalece la contienda política entre los distintos candidatos y partidos que participan en los comicios y se transforma en un auténtico instrumento de análisis de las plataformas políticas planteadas por los distintos candidatos, lo cual permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras autoridades y de su gestión.
Además, en ese asunto sostuvo que: 
[…] es indispensable que se proteja y garantice el ejercicio de la libertad de expresión en el debate político que precede a las elecciones de las autoridades estatales que gobernarán un Estado. La formación de la voluntad colectiva mediante el ejercicio del sufragio individual se nutre de las diferentes opciones que presentan los partidos políticos a través de los candidatos que los representan. El debate democrático implica que se permita la circulación libre de ideas e información respecto de los candidatos y sus partidos políticos por parte de los medios de comunicación, de los propios candidatos y de cualquier persona que desee expresar su opinión o brindar información. Es preciso que todos puedan cuestionar e indagar sobre la capacidad e idoneidad de los candidatos, así como disentir y confrontar sus propuestas, ideas y opiniones de manera que los electores puedan formar su criterio para votar. En este sentido, el ejercicio de los derechos políticos y la libertad de pensamiento y de expresión se encuentran íntimamente ligados y se fortalecen entre sí.
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Ricardo Canese v. Paraguay. Fondo, reparaciones y costas, Sentencia de 31 de agosto de 2004, párrafo 88.] 


En este sentido, la información que proveen los partidos contribuye al ejercicio libre del voto y a que los ciudadanos cuenten con los elementos para evaluar a sus representantes, lo cual ha sido reconocido en diversos precedentes de este Tribunal Pleno, como son las acciones de inconstitucionalidad 45/2006 y su acumulada 46/2006 y 61/2008 y sus acumuladas 62/2008, 63/2008, 64/2008 y 65/2008. Del análisis de estos asuntos, además, se advierte que la libertad de expresión no sólo tiene una dimensión individual, sino también social, pues implica un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno[footnoteRef:18]. [18:  Véase también Corte IDH, Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001, Serie C, No. 73, párrafo 64; Corte IDH, Opinión Consultiva OC-5/85, de 13 de noviembre de 1985, solicitada por el gobierno de Costa Rica, párrafo 30; y tesis de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU IMPORTANCIA EN UNA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL”. [TA], 9a Época, 1a. Sala, S.J.F. y su Gaceta, Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 287, 1a. CCXV/2009.] 


También se dijo en el último precedente referido que conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la libertad de expresión no protege únicamente la información o ideas que son favorablemente recibidas o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino también aquellas que chocan, inquietan u ofenden al Estado o a una fracción cualquiera de la población. Tales son las demandas del pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin las cuales no existe una sociedad democrática[footnoteRef:19]. [19:  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párrafo 69.] 


En el caso, el Partido del Trabajo alega que la prohibición de realizar propaganda electoral a través de pintas en inmuebles de propiedad privada limita tanto su libertad de expresarse, como la de las personas que pretendan manifestar su apoyo por un algún partido político. El actor insiste que pintar inmuebles constituye una forma de transmitir mensajes políticos, ya sea para que los votantes conozcan a los candidatos y sus propuestas o para que las personas se identifiquen con alguna fuerza política en particular.

Al respecto, este Tribunal Pleno considera que la prohibición prevista en la fracción VII del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro efectivamente se traduce en una restricción al ejercicio de la libertad de expresión. Esto es así, pues la mencionada libertad incluye el derecho a difundir las expresiones habladas o escritas de pensamientos, informaciones, ideas u opiniones, por los medios de difusión que se elijan para comunicarlas al mayor número posible de destinatarios[footnoteRef:20].  [20:  Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Palamara Iribarne vs. Chile, sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135, párrafo 73; Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párrafo 109; Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111. Párr. 78; Caso Ivcher Bronstein vs. Perú, sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párrafo 147; Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párrafo 65.] 


En este sentido, la pinta de inmuebles con propaganda electoral funciona como un mecanismo para difundir un mensaje político en la vía pública, por lo que su prohibición limita el ejercicio de la libertad de expresión.

III. En tanto no existen derechos absolutos, es necesario determinar si la restricción a la libertad de expresión se encuentra justificada en el caso, pues existen limitaciones normales que la autoridad pública puede imponer a los derechos de los particulares. 

Respecto de las restricciones establecidas en la Constitución Federal, debe tenerse en cuenta que en el artículo 6° constitucional se establecieron como únicas limitaciones posibles a la libertad de expresión los ataques a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, que se provoque algún delito o se perturbe el orden público. Adicionalmente, en el artículo 41, párrafo segundo, base III, apartado C, párrafo primero, constitucional se estableció como única restricción que en la propaganda política o electoral que difundan se abstengan de expresiones que calumnien a las personas. 

Asimismo, el examen de la legitimidad de las limitaciones impuestas exige verificar que las restricciones estén previstas de manera clara y precisa en una ley, que estén dirigidas al logro de objetivos legítimos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Mexicanos y que sean necesarias, idóneas y proporcionales en una sociedad democrática.[footnoteRef:21] [21:  Acciones de inconstitucionalidad 129/2015 y sus acumuladas 130/2015, 131/2015, 132/2015, 133/2015 y 137/2015; 35/2014 y sus acumuladas 74/2014, 76/2014 y 86/2014; 64/2015 y sus acumuladas 65/2015, 66/2015, 68/2015 y 70/2015; 50/2015 y sus acumuladas 55/2015, 56/2015 y 58/2015, y 67/2015 y sus acumuladas 72/2015 y 82/2015.] 


En relación con lo anterior, el Partido del Trabajo alega que el artículo 103 en la fracción VII, al prohibir pintar inmuebles de propiedad privada con propaganda política, constituye una restricción incongruente, exagerada e irracional que limita la libertad de expresión al impedir a los partidos políticos, candidatos independientes y coaliciones realizar actos de propaganda electoral para obtener el voto ciudadano.

El referido concepto de invalidez resulta fundado.

En los informes del Poder Legislativo y Ejecutivo del Estado de Querétaro se establece que el propósito de la medida es limitar la contaminación visual que provoca la propaganda electoral pintada en bardas y muros que en ocasiones permanece a la vista después de concluida la elección. Dicho objetivo también fue reflejado en el Acta de Sesión de la Comisión de Gobernación, Administración Pública y Asuntos Electorales, de la Quincuagésima Octava Legislatura del Estado de Querétaro, celebrada el veintitrés de mayo de dos mil diecisiete, en la que se sostiene que con la nueva ley electoral del estado se “… dan límites a la propaganda de los partidos para contaminar visualmente y pro del medio ambiente…”.[footnoteRef:22] [22:  Diario de Debates de la Sesión de Pleno celebrada el 25 de mayo de 2017 por la Quincuagésima Octava Legislatura del Estado de Querétaro, página 16, únicamente se establece que “…se introduce la prohibición de realizar pintas en propiedad pública y privada.”] 


Adicionalmente, el Gobernador alegó que la prohibición contribuye a cumplir con los tiempos establecidos en ley para el desarrollo del proceso electoral, así como que permite el uso más eficiente de los recursos del Estado pues resulta más económico y ágil remover otro tipo de propaganda.

Este Tribunal estima que la restricción establecida en ley se encuentra dirigida al logro de objetivos legítimos como son la protección del derecho a un medio ambiente sano o el uso eficiente de los recursos públicos previstos por los artículos 4° y 134 constitucionales, respectivamente. Sin embargo, la medida no resulta necesaria o idónea para cumplir con esos objetivos.

En primer lugar, resulta acertado lo expuesto en los conceptos de invalidez en relación con la posible incongruencia que existe en permitir colocar o fijar propaganda y la prohibición de pintarla, si se toma en consideración que el objetivo principal de la medida es la reducción de la contaminación visual. La parte demandada no realiza argumento alguno que explique cómo es que la contaminación visual que genera la pinta de bardas y muros es distinta a la que generan mantas o espectaculares, independientemente de si estos se realizan con materiales reciclables. 

Más aún, tampoco existe razonamiento que justifique la prohibición de pintar propaganda electoral y no otro tipo de contenido, cuando lo que se busca es limitar la exposición a contaminación visual. 

En este sentido, el Código Urbano del Estado de Querétaro[footnoteRef:23] establece, por ejemplo, que los anuncios publicitarios se sujetarán a los lineamientos que establezcan los reglamentos municipales los cuales podrían establecer restricciones al tamaño, diseño y localización de los anuncios, criterios más encaminados a proteger el entorno que una prohibición total de pintas. [23:  El Código Urbano del Estado de Querétaro establece (lo resaltado no es de origen).
Artículo 360. Corresponde a los Municipios otorgar los permisos correspondientes en materia de anuncios.
Las personas físicas, morales e instituciones públicas que pretendan fijar, instalar o colocar anuncios, deberán obtener previamente el permiso correspondiente.
La colocación, mantenimiento y retiro de los anuncios autorizados será responsabilidad del titular del permiso.
Artículo 361. El Reglamento municipal establecerá la clasificación de los anuncios, atendiendo a la zona urbana y el elemento constructivo sobre el que se instalen, a su duración, a sus fines y al tipo de sujeción. Asimismo, establecerá las condiciones a que se sujetará su instalación, diseño y construcción, así como lo relativo al otorgamiento de permisos, las actividades de inspección e infracciones, prohibiciones y sanciones.
Artículo 362. No se expedirán licencias para instalación de anuncios en fracciones o predios provenientes de subdivisión o fusión de predios no aprobados.
Artículo 363. No se otorgará licencia o permiso para la fijación, instalación o colocación de anuncios cuyo contenido haga referencia a ideas o imágenes con textos o figuras que inciten a la violencia, sean contrarias a la moral, promuevan la discriminación de raza o condición social.
En materia de propaganda electoral o política, se estará a lo que disponga la Ley Electoral del Estado de Querétaro y demás disposiciones legales aplicables.
Artículo 364. La Instalación de anuncios o construcción de obras en los terrenos adyacentes al derecho de vía a cargo de la Comisión Estatal de Infraestructura de Querétaro, atenderá a lo dispuesto en este Código y en el Reglamento de uso, ocupación y aprovechamiento del derecho de vía en carreteras Estatales. Tratándose de anuncios en vías de jurisdicción federal, se estará a lo que disponga la legislación federal correspondiente.
Artículo 365. Las autoridades federales, estatales y municipales podrán llevar a cabo acciones de concertación para la colocación y funcionamiento de simbología turística, pudiendo participar el sector privado, prevaleciendo en todo momento el interés general y la buena apariencia de las poblaciones del Estado.

] 


Aunado a lo anterior, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 103, la propaganda electoral que se coloque o fije en propiedad privada en todo caso deberá respetar “el paisaje natural y urbano y el entorno ecológico, por lo que se prohíbe el uso de suelos, colinas, barrancas y montañas para usos propagandísticos; debiendo contemplar para esos efectos lo dispuesto en el Código Urbano del Estado.” En este sentido, de permitirse la pinta en inmuebles de propiedad privada—como otra manera de colocar propaganda electoral—dicha actividad también se sometería a estas restricciones, las cuales ya limitan la afectación al medio ambiente.

Asimismo, los inmuebles de propiedad privada en los que se colocaría la propaganda electoral no estarían sujetos a algún régimen especial de protección. Lo anterior es así, en tanto el propio Código Urbano ordena la adecuación de todas las construcciones en zonas decretadas o declaradas patrimonio histórico, artístico, arqueológico o de conservación natural a la regulación que emitan las autoridades competentes. Al respecto, el artículo 342 del Código Urbano del Estado de Querétaro establece: 

Artículo 342.  Las construcciones que se proyecten en zonas decretadas o declaradas de patrimonio histórico, artístico, arqueológico o de conservación natural de la Federación, del Estado o Municipios, deberán sujetarse a las restricciones de altura, materiales acabados, colores, aberturas y todas las demás que señalen para cada caso el Instituto Nacional de Antropología e Historia, el Instituto Nacional de Bellas Artes, el Estado y los Municipios, según corresponda, conforme a la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y su Reglamento.

	No obstante, vale la pena precisar que—tal y como lo alega la parte demandada—existen otros mecanismos para realizar propaganda electoral que incluso son similares a la pinta de inmuebles. Por esta razón, este Tribunal considera que si bien existe una restricción a libertad de expresión, tampoco se trata de una limitación muy gravosa. Aun cuando el discurso político merece un alto nivel de protección como parte integral de la libertad de expresión en una sociedad democrática, la medida concreta establecida no es un obstáculo particularmente limitante. 

El problema en este asunto se centra en que la justificación que proporcionan tanto el legislador como el poder ejecutivo estatal no es suficiente para prohibir totalmente la realización de pintas en propiedad privada, toda vez que la medida no conlleva necesariamente al fin deseado y existen otros mecanismos que benefician de una mejor manera el interés que pretenden proteger. Esto es, por un lado, la prohibición de pintas no limita la colocación de mantas o espectaculares que también generan contaminación visual y, por el otro, otras limitaciones como la restricción al tamaño o diseño de la información o material que se exhiba en la vía pública sería más efectiva para la protección del medio ambiente.

Diferente es el caso, por ejemplo, de las regulaciones que se imponen a la propiedad de particulares en zonas protegidas como las referidas en el artículo 342 del Código Urbano del Estado de Querétaro anteriormente transcrito, las cuales atienden de manera directa a la protección de un interés público justificado constitucionalmente, como es la conservación de patrimonio histórico, artístico, arqueológico o natural. Estas restricciones, además, no se dirigen a un tipo de mensaje en particular, sino a proteger los bienes referidos.

Ahora bien, de lectura detallada de los informes se observa que la diferencia esencial entre la propaganda electoral que se fija o coloca y aquella que se pinta es que ésta última tiende a permanecer por más tiempo, incluso después de la conclusión de los procesos electorales, lo que en efecto podría generar contaminación visual. Sin embargo, la permanencia de la propaganda tampoco justifica la prohibición de realizar las pintas, pues la omisión del retiro es, en realidad, el incumplimiento de la legislación electoral que obliga a los partidos políticos a remover toda la propaganda que éstos hubieran producido (se trate o no de propiedad privada).

Al respecto, tanto la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales como la Ley Electoral del Estado de Querétaro establecen la obligación de los partidos políticos, candidatos independientes y coaliciones de retirar toda la propaganda electoral cuando concluya la jornada electoral. 

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

Artículo 210.
1. La distribución o colocación de la propaganda electoral deberá respetar los tiempos legales que se establezcan para cada caso, su retiro o fin de su distribución deberá efectuarse tres días antes de la jornada electoral.

2. En el caso de la propaganda colocada en vía pública, deberá retirarse durante los siete días posteriores a la conclusión de la jornada electoral.

3. La omisión en el retiro o fin de distribución de la propaganda, serán sancionados conforme a esta Ley.

LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO

Artículo 103. En la fijación, colocación y retiro de la propaganda electoral, los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos independientes, se sujetarán a las siguientes reglas:

[…]

X. Los candidatos independientes, los partidos políticos y las coaliciones retirarán toda su propaganda electoral a más tardar treinta días naturales después de celebradas las elecciones, dando aviso al Consejo General. En caso de no hacerlo, las autoridades municipales procederán a su retiro, reintegrando el gasto generado con cargo al financiamiento público del partido político correspondiente.

Para tales efectos, las autoridades municipales, a más tardar el treinta y uno de enero del año siguiente al de la elección, remitirán al Consejo General el informe respecto del gasto efectuado por dicha actividad, por candidato independiente, partido o coalición. Tratándose de coaliciones, el descuento en el financiamiento público se dividirá entre los partidos políticos coaligados en los términos acordados en el convenio de coalición. Cuando el convenio no lo prevenga, el descuento se distribuirá de manera igualitaria.

XI. En el caso de los candidatos independientes, cada municipio procederá, a través de la dependencia encargada de las finanzas públicas, a realizar el cobro del gasto efectuado, que tendrá la naturaleza de un crédito fiscal.

Los consejos municipales o distritales, dentro del ámbito de su competencia, velarán por la observancia de estas disposiciones y adoptarán las medidas a que hubiere lugar para asegurar a partidos y candidatos el pleno ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.


De la lectura conjunta de ambas disposiciones se desprende que la propaganda electoral que se coloque en la vía pública deberá retirarse “durante los siete días posteriores a la conclusión de la jornada electoral”. La Ley Electoral del Estado de Querétaro añade que serán los partidos políticos, coaliciones y candidatos independientes los que deberán remover toda la propaganda de este tipo, así como que si al término de treinta días después de celebrada la elección éstos no han cumplido, las autoridades municipales procederán a su retiro.

En este sentido, si bien es cierto que serán las autoridades municipales las que en última instancia deberán retirar la propaganda, así como que podría resultar más gravoso llevar a cabo la pinta de bardas y muros que desmontar mantas o pancartas, los recursos utilizados para tal efecto serán reintegrados a las arcas municipales con cargo al financiamiento público del partido político correspondiente, y en el caso de candidatos independientes, los recursos erogados tendrán el carácter de un crédito fiscal. 

Así, como establece el segundo párrafo de la fracción X del artículo impugnado, a más tardar el treinta y uno de enero del año siguiente al de la elección, se remitirán al Consejo General el informe respecto del gasto efectuado por dicha actividad, por candidato independiente, partido o coalición para ser reintegrado.

Por lo tanto, si un partido político, candidato independiente o coalición elige colocar propaganda electoral a través de la pinta de inmuebles de propiedad privada, por considerarlo más económico o por cualquier otra razón, correrá a su cargo el retiro dentro de los tiempos que establezcan las leyes —lo que incluye pintar nuevamente los inmuebles en cuestión. De lo contrario será sujeto al reintegro de los gastos erogados para tal fin, así como a las sanciones establecidas en ley, como pueden ser una amonestación pública, la imposición de multas o la restricción de ministraciones de financiamiento público, entre otras.[footnoteRef:24] [24:   De conformidad con lo dispuesto en los artículos 442 a 456 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.] 


Así pues, al sopesar los intereses, los fines de la medida y su consecución, este Tribunal Pleno determina que resulta injustificada la restricción prevista en la fracción VII—en la porción normativa que establece “privada o”—del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro, por lo que debe declararse su invalidez. En atención a esta conclusión, resulta innecesario realizar el estudio del resto de los argumentos planteados en los conceptos de invalidez.

A mayor abundamiento, este Tribunal Pleno considera que aun cuando es preferible buscar una interpretación que se adecue a lo previsto por el texto constitucional, en lugar de invalidar una disposición, en este caso no es posible realizar dicha interpretación.

Lo anterior es así, pues de la revisión íntegra del precepto[footnoteRef:25] se desprende que la fracción VII del artículo constituye una regla especial que excluye lo dispuesto por la fracción II, esto es, la lectura natural del precepto sería: si bien es posible colocar propaganda electoral en inmuebles de propiedad privada bajo ciertos requisitos, se encuentra prohibida la pinta de inmuebles en cualquier caso, se trate de propiedad privada o pública.  [25:  Resulta conveniente transcribir nuevamente el contenido del artículo 103.
Artículo 103. En la fijación, colocación y retiro de la propaganda electoral, los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos independientes, se sujetarán a las siguientes reglas:
I. Podrá colgarse en bastidores y mamparas, siempre que no se dañe, ni se impida la visibilidad de conductores de vehículos o peatones o que corran algún riesgo. No podrá colgarse en elementos del equipamiento urbano, incluyendo los postes utilizados para la infraestructura del servicio telefónico y de electricidad;
II. Podrá colocarse en inmuebles de propiedad privada siempre que medie permiso escrito del propietario en el formato previsto en los lineamientos que, para el efecto, emita el Instituto Nacional, respetándose íntegramente en todos los casos, el paisaje natural y urbano y el entorno ecológico, por lo que se prohíbe el uso de suelos, colinas, barrancas y montañas para usos propagandísticos; debiendo contemplar para esos efectos lo dispuesto en el Código Urbano del Estado;
III. Podrá fijarse o colocarse en mamparas, bastidores o en aquellos espacios que dispongan las autoridades competentes. La distribución de éstos se hará mediante sorteo a cargo del Consejo General; para ello el Secretario Ejecutivo entregará el catálogo con la ubicación y características de los mismos, de conformidad con los convenios que se celebren con las autoridades correspondientes.
En estos espacios, los candidatos independientes, los partidos políticos y las coaliciones deberán difundir, preferentemente, los contenidos de sus plataformas electorales;
IV. Se abstendrá por completo del uso de símbolos, signos, emblemas, imágenes y cualquier alusión a motivos religiosos;
V. No podrá adherirse o pintarse en el equipamiento urbano, carretero, ferroviario, ni en accidentes geográficos, cualquiera que sea su régimen jurídico, salvo en los casos que, por su naturaleza, son expresamente concesionados para publicidad comercial, siempre que tal autorización o concesión haya sido aprobada por el Ayuntamiento respectivo, antes del inicio del proceso electoral;
VI. No podrá colgarse, adherirse ni pintarse en templos o centros de culto religioso, zonas y monumentos arqueológicos, históricos y artísticos, previstos en las leyes y decretos aplicables en la materia. Tampoco podrá hacerse en los bienes del dominio del poder público, excepto en aquellos concedidos a los partidos políticos o coaliciones para la realización de actividades relacionadas con sus fines, siguiendo las reglas que para tal efecto se establecen en esta Ley;
VII. No podrá pintarse en inmuebles de propiedad privada o pública;
VIII. En la elaboración de la propaganda electoral, sólo se usarán materiales reciclables y no podrán emplearse sustancias tóxicas ni materiales que produzcan un riesgo directo para la salud de las personas o que contaminen el medio ambiente;
IX. Queda prohibido destruir o alterar la propaganda que fijen los candidatos independientes, los partidos políticos, salvo cuando ésta se realice en lugares cuyos propietarios no hubieren consentido en forma escrita;
X. Los candidatos independientes, los partidos políticos y las coaliciones retirarán toda su propaganda electoral a más tardar treinta días naturales después de celebradas las elecciones, dando aviso al Consejo General. En caso de no hacerlo, las autoridades municipales procederán a su retiro, reintegrando el gasto generado con cargo al financiamiento público del partido político correspondiente.
Para tales efectos, las autoridades municipales, a más tardar el treinta y uno de enero del año siguiente al de la elección, remitirán al Consejo General el informe respecto del gasto efectuado por dicha actividad, por candidato independiente, partido o coalición. Tratándose de coaliciones, el descuento en el financiamiento público se dividirá entre los partidos políticos coaligados en los términos acordados en el convenio de coalición. Cuando el convenio no lo prevenga, el descuento se distribuirá de manera igualitaria.
El Instituto propondrá a los Ayuntamientos, con base en un estudio de las condiciones prevalecientes en el mercado, la aprobación de un catálogo de costos estandarizado que permita, en condiciones de equidad para todos los partidos y en todos los municipios, tasar los costos de retiro de la propaganda de campaña. Los municipios podrán adherirse al convenio único que el Instituto proponga para estos efectos a todos los Ayuntamientos, mismo que deberá ser publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro “La Sombra de Arteaga”, a más tardar durante el último bimestre del año anterior al de la elección; y
XI. En el caso de los candidatos independientes, cada municipio procederá, a través de la dependencia encargada de las finanzas públicas, a realizar el cobro del gasto efectuado, que tendrá la naturaleza de un crédito fiscal.
Los consejos municipales o distritales, dentro del ámbito de su competencia, velarán por la observancia de estas disposiciones y adoptarán las medidas a que hubiere lugar para asegurar a partidos y candidatos el pleno ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.] 


Al declararse la invalidez de la porción normativa “privada o”, permanece la restricción de pintar propaganda electoral en propiedad pública (tema que no fue planteado en esta acción) y, al eliminarse la prohibición expresa en relación con la propiedad privada, la palabra “colocarse” prevista en la fracción II incluirá la posibilidad de realizar pintas. 

Refuerza lo anterior que en las fracciones I[footnoteRef:26] y III[footnoteRef:27] del mismo artículo, el verbo “colocar” se acompaña con mecanismos específicos como bastidores o mamparas, mientras que en la fracción II[footnoteRef:28] únicamente se establece que “…podrá colocarse en inmuebles…” sin especificar cómo debe llevarse a cabo esa colocación, por lo que, en el caso, puede incluirse la pinta del inmueble.  [26:   “I. Podrá colgarse en bastidores y mamparas, siempre que no se dañe, ni se impida la visibilidad de conductores de vehículos o peatones o que corran algún riesgo. No podrá colgarse en elementos del equipamiento urbano, incluyendo los postes utilizados para la infraestructura del servicio telefónico y de electricidad;”]  [27:  “III. Podrá fijarse o colocarse en mamparas, bastidores o en aquellos espacios que dispongan las autoridades competentes. La distribución de éstos se hará mediante sorteo a cargo del Consejo General; para ello el Secretario Ejecutivo entregará el catálogo con la ubicación y características de los mismos, de conformidad con los convenios que se celebren con las autoridades correspondientes.
En estos espacios, los candidatos independientes, los partidos políticos y las coaliciones deberán difundir, preferentemente, los contenidos de sus plataformas electorales;”]  [28:  “II. Podrá colocarse en inmuebles de propiedad privada siempre que medie permiso escrito del propietario en el formato previsto en los lineamientos que, para el efecto, emita el Instituto Nacional, respetándose íntegramente en todos los casos, el paisaje natural y urbano y el entorno ecológico, por lo que se prohíbe el uso de suelos, colinas, barrancas y montañas para usos propagandísticos; debiendo contemplar para esos efectos lo dispuesto en el Código Urbano del Estado;”] 


SEXTO. Efectos. De acuerdo con las consideraciones de esta resolución, lo procedente es invalidar la porción normativa que establece “privada o”, para el efecto que la fracción VII del artículo 103 de la Ley Electoral del Estado de Querétaro se lea: “VII. No podrá pintarse en inmuebles de propiedad pública.”

Esta resolución surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Querétaro[footnoteRef:29]. [29:  Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.] 


Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es procedente y fundada la acción de inconstitucionalidad 52/2017 promovida por el Partido del Trabajo. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 103, fracción VII, en la porción normativa “privada o”, de la Ley Electoral del Estado de Querétaro.

TERCERO. La declaración de invalidez decretada en este fallo surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Querétaro.

CUARTO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Querétaro, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
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